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El juzgamiento del atentado contra la vida del Presi-

dente de la República, o sea contra el orden
constitucional, hallánd05e el país en peligro de

guerra, corresponde al fuero militar.

Recurso de nulidad interpuesto por el Ministerio Fiscal

_v don Pablo Ernesto Sánchez: Cerro, cn la com—

/>cte1zcía cx1fablada entre el fuero 111¡lit(zr _V el Juv.?

Instructor Dr. $amauanmd. con ¡IIOÍÍ'Z'O dc! asesi—

nato del Presidente de la República. szcral du

Brigada don Í.uís .M. Sánchez: Ccrrn.——Íºroccdc de

lima.

AUTO DEL JUEZ INSTRUCTOR

Lima, mayo 5 de 1933.

Por recibido en la fecha: y considerando: que cf

art. lº. de la ley No. 7709 prescribe que “cometen de—

]it() de traición a la patria. quienes atentan contra el

orden constitucinna]. estando la República en peligro de

guerra 0 en estado de guerra” que la expresada Icy, no

indica cuales son 105 casos en que Se atenta contra el

orden constitucional y que por esa causa hay que admi—

tir que son aquellos que se enumeran en la sección X

del libro 2”. del C. P., bajo la denominación de “Deli—

tos contra los Poderes del Estado y la autoridad de la

Constitución” entre los que no está contemplado cl de—
lito de homicidio cometido por un civil. materia de la
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instrucción de esta referencia; 'qú'e sí'ehdo && a_SÍ'-'b!
cas'ó súb-jl'ídice, nó corfe5poñ'¿é fa ¡¿ ¡jiíri5tlí'c'cióñ p?i3l

íetífs'é a ún delito comú'n, 'pói' estáé r'az'0ñié8 y di“: á“tiie'fº
do 'c'o'n lo dispuesto en el ségtnido acápíté:-dél áñ'. ¡28
del C. dé P. en M. C., sin "pé'rj'úíbío 'de 'coñtiñfiáfsºéºiái
instrucción, elévesé al Tribunal S'iípe'ríor eláhféri“bfó"—'v

ficío del Jefe de la Zona Milita'r, teriíéndósé Eétéáút8'

como todo infor'me. - — >—'º

Flores Pátíño, Actuario. -—* . :" ="-.> .f'..*
. -. . . ._—..¡;“,¿I: ¡(¡-¡

8mnanhmudx …;
..-:_ " ..'.<¿ '¡ "1;3j_)

f.l"'._'r : _-' '_:-,.»_ ¡"'ºi"'Í

DICTAMEN FISCAL—º '

Señor;

El señor Coronel Jefe de la Zona Militar, ató£i'éhº——
dose a las leyes Nos. 7491, 7542 y 7709;“pid'éial Jñé'á
do'ctor Samanamúd, que se íhhíbá 'd'e 'shgu'lí' étinñ&iéhdti ?
en la instrucción iniciada ““c0n mñtii'ro dé! átéñtá'do ife'ñº
tra la vida del señor Presid'ehte ”dk la Réf$úbiitá, Géhé'-'
ral de Brigada don Luis M. Sánchez' Ceffb; ei 813'3U'º
de abril próximo pasado, 'en ráz6fi d'e cbrf'ééfñhdéf el“
juzgamiento al fuero de' gu*erfá, y térmíñá ¿UHcitándo
se le remita lo actuado. El juez" fuifdáh&sé bí€cl€á—
meme en el art.1 d'e ¡a léy Nu. mar; que mmm ¿¡
señúr Corban Jéfé de th5 t'8httidíeé 61 fáju…h1ién—
to de inhibición, por cuanto se trata de delito de homi—
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cídi'o cometidº por un cívi1v al que corresponde la juris—

dicción ordinaria. El artículo en referencia expresa que

cometen delito de traición a la Patria quienes atentan

contra el orden constitucional, estando la República en
peligro de guerra o en estado de guerra. Enumera a

continuación, en el artículo siguiente, y para los efec—
tos de la ley de que me ºcupo, cuando es que se consi-

dera a la República en peligro de guerra, sin indicar
los casos en que se atenta contra el orden constitucio—

nal. Pero aún cuando esa ley de emergencia los silen—

cíe, está sobre entendido que se refiere a los delitos con—

tra los poderes del Estado y la autoridad de la Cons—
titución“, .es decir 21“ los casos de rebelión y sedíción en
que tengan participación civiles y militares; y de nin-

guna manera cuando se trata de delito contra la vida,

que tiene una fisonomía distinta. sancionable por la ju—

risdicción ordinaria. 'El texto de la ley No. 7709 no o-

frece dudas sobre el particular, ni se presta a otra in-
terpretación que no sea la legal. El art. lº. que se invo-

ca por el señor Coronel Jefe de Zona no tiene los al-
cances que señala en su dictamen el señor Auditor de

Guerra, no sólo porque el delito de homicidio no es un

atentado contra el orden constitucional, por muy res-

petable por muchos títulos. como era la vida del finado

señor Presidente General Sánchez Cerro, cuanto por—
que se trata de delito común cometido por un civil, y no
por un mí]itar () asimilado a esa clase.

En cuanto al procedimiento y la sanción debe es—

tarse a las leyes vigentes preestablecídas, cuya obser—

vancia es de -orden público, exigida imperativamente—

en el art.— :57- de la Constitución vigente que determina
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que nadie podrá ser juzgado sino por los Tribunales

que las leyes establezcan.

Por estas consderaciones; por cuanto las disposi—

ciones de la Constitución, del C; P. y del C. de P. en

M. C. en la parte que son de aplicación al caso donde
incide el requerimiento de inhibitoria. prevalecen sobre

las. leyes secundarias que invoca el señor Coronel Jefe

de Zona, como son las Nos. 7491, 7542 y 7709; en a”-

tención a que ni siquiera se invoca la causal de conveé

niencia para el mejor juzgamiento por tratarse de jui—

cio doble seguido contra civiles y militares, caso por lo

demás previsto y resuelto por el art. 31 del C. de P. en
M. C.; a que tampoco el texto y el espiritu del art. ¡º

de la ley No. 7709 de 14 de marzo de 1933 se presta a

dudas sobre sus alcances y aplicación. El Fiscal es de
opinión que el auto dictado por el Juez a fs. 1 vta. de

este cuaderno, está arreglado a las leyes vigentes y es—

tima que debe dirimirse la competencia en favor del
fuero común, que es al que corresponde el juzgamiento
en este caso.

Lima, mayo 9 de 1933.

García Arrese.
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AUTO DE VISTA

Lima, mayo 11 de 1933.

' Autos y Vistos; de conformidad con el dictahíéñ

del Señor Fi'scal, cuyos fundamentos se reproduce: di¿

1“ifniéndo la competencia, declararon que el c'onocimien— '

to de la instrucción corresponde al Juez Instructor del.

Fuero común, doctor Pelayo Samanamud, a quien sé

(kvolverá este cuaderno.——-Rúbrica de los señores Pas—
tor, Chávarri y Alvarez.

EI voto del señor Vocal doctor Alvarez fué porque '

se dirima la competencia a favor del fuero militar &

mérito de las consideraciones siguientes: que por las le—»

yes de emergencia se separan determinadas materias

sujetas al régimen de las ordinarias para someterlas a

jurisdicción y procedimientos especiales, ante la necesi—

dad de dar mayor y más eficaz garantía a los derechos

sociales amenazados por un peligro actual; que por ha—

ber ocurrido este caso en el país se dictó la ley No. 7491

ratificatoria del decreto-ley No. 7060 y la ley 7709; que

dentro del concepto del artículo 1º de' esta última, no

puede dejar de comprenderse, por su propia naturaleza,

el asesinato del Presidente General don Luis M. Sán—

chez Cerro, en las circunstancias en que fué realizado y
hallándose la República en peligro de guerra, toda vez
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(que _ese hecho importa la deposición del Jefe _del Poder
Ejecutivo mediante la violencia: que por tanto es de ¿-

plicación lo prescrito en el art. 3º. del mencionado dt:-
creto-ley No. 7q60.

Se publicó conforme a ley.

Velezmoro Secretario.)

DICTAMEN FISCAL

Señor :

El asesinato del que fué Presidente de 121 Repúbli—
c:1, General Luis M. Sánchez Cerro, realizado el 30 de

abril último. originó que el juez Instructor de esta capi—

ta], Dr. Samanamud. abriera instrucción para la inves—

tigación y castigo de ese delito; pero como, a su vez,

había observado igual procedimiento la autoridad judi—
cial militar, el Jefe de Zona, promovió contienda de

competencia. al Juez Instructor, y como éste mantuvie—

ra su jurisdicción, elevó el incidente al Tribunal Co—

rreccional, el que, después de oir a su Fiscal, y de con—

formidad con su dictamen, por mayoría de votos, ha

resuelto que corresponde conocer al fuero común; con

el voto singular del Vºcal doctor A1varez, que opina a

favor del fuero militar. Esta resolución fué notificada

al-otro Fiscal, el que ha hecho valer recurso de nu]ídad.

También el doctor Pablo E. Sánchez Cerro, como par—
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te civil, hace valer igual recurso contra esa resolución,

y ambos han sido concedidos. El Consejo de Oficiales

Generales, accediendo a un pedido de su Fiscal, y de

conformidad con la opinión de este funcionario, resuel-

ve entablar competencia, a fin de que este Tribunal a-

nule la resolución expedida a favor del fuero común.

apoyándose en lo dispuesto en el art. 2º de la ley No.
272, y con tal motivo, ingresan simultáneamente, los

dos cuadernos que contienen los incidentes, y como en

ellos se persigue el mismo fin, cree el Fiscal que en u-

na sóla resolución debe definirse el objeto que los moti—

v:;.. ordenándose su acumulación.

La ley se expide para casos generales, sin que pue-

da el legislador, preveer, ni dictar disposiciones para

los casos excepcionales que por no estar contempla—

dos, pero que no pueden dejar de ser juzgados. hay que

resolverlos: por el espíritu de la misma, por otras dis—
posiciones sobre casos análogos, o por los principios ge-

nerales del derecho; y por tanto, en el estudiado. que

jamás puede involucrarse dentro del homicidio común.

previsto y penado cn las disposiciones del C. Penal, por

la gravedad, singularidad y trascendencia que encierra,

para el efecto de ese juzgamiento, hay que atenerse a

los casos análogos, que ya se han presentado, entre c—
llos el muy reciente en la misma persona del Presiden-
te asesinado; y sí, en el homicidio frustrado realizado

en Miraflores, actuó el Tribunal Militar; en el consu—

mado que tuvo lugar el 30 de abril, no puede interve—

nir sino el mismo. Pero prescindiendo de esta lógica

conclusión, existe la ley No. 7491 dictada con motivo
de aquel homicidio frustrado, en que el Congreso Cons—
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títuyente sanciona la jurisdicción militar para estada-
se de delitos, ya que ratifica de manera expresa el de-

creto-ley No. 7060, que, a su vez, establece la designa—

ción de los miembros de las Cortes Marciales para- su

juzgamiento. Se ve, pues, que en este caso excepcional,

que por su gravedad y demás circunstancias debió "Ser
materia de disposición expresa en el Código Penal 0 en

el de Justicia Militar, el legislador se ha apresurado a

salvar esa omisión, estableciendo en ley especial que el

juzgamiento de delito semejante corrc<pc—nde al fuero

militar; y en cumplimiento de esa ley, se ha realizado

ya, por dicho fuero, el juzgamiento del homicidio frus-
trado del Presidente de la República; _v si tal ha acon-

tecido entonces que concurría solo y de paisano a un

acto personal, con mayor razón tiene que aplicarse e-

sa ley, al caso que la contienda origina, cuando el o-

fendido concurría a un acto oficial. con 01 uniforme de

sr: alta investidura militar. acompañado del Presidente

del Gabinete. y rodeado (lc su Casa Militar y (lo 511 lºs—

celta.

Cabo también hacer notar, que en el juzgamiento

de este delito, 'no se trata de apreciar la responsabili—

dad del actor directo, que ya ha fallecido, sino de los

que cooperaron a la realización deI hecho delictuoso, y

como entre ellos está el autor del homicidio de un

miembro de la Guardia Republicana, uniformado, y en

acto del servicio, así como de otros heridos militares y
en iguales condiciones, el hecho en juzgamiento nó pue—

de considerarse sino insulto y ataque a la fuerza públi—
ca, delito que no está previsto en el Código Común, sí-

no en el de Justicia Militar, en el inciso 4". de su art.



555 W… JUP*9WS
 

u; y por tanto, sujeto a, Su jurisdicción por razón de

tal. Este mismo razouamiento hace ver que el que a-

tentó contra la vida del Presidente de la República, no

esta solo, y por tanto, ese delito obedece a un complot

() conspiración, que no tenía por fín único eliminar, ais—

Eadamente, & la persona del Presidente de la República,

sino aprovechar de ese hecho trascendental para pre—

tender e] desorden que dejara al país sin Gobierno, 10

que constituye el delito de con5píracíón, previsto en el

inciso 3'º del mismo artículo. Pero hay algo más: El
art. lº. de la ley No. 7709, considera que comete delito

de traicióh & la, Patria, quien atenta contra el orden
Constitucional, estando en peligro de guerra; y como es

un hecho innegable que el estado del Perú. en el mo—

mento en que su Presidente fué asesinado, era el de

verdadero peligro de guerra, por realizarse las circuns-
tancias Comprendídas en el inciso zº. de dicha ley. y se

ha demostrado que c] fín perseguido con c] delito per—

petrado era el de subvertír el orden constitucional, es

evidente, que por aplicación del íncí50 1º'. del art. 11

mencionado, corresponde el conocimiento de este asun—

to al fuero militar.

El art. 57 (le la Constitución dispone que nadie po—

drá ser juzgado sino por los Tríbuna1es que las leyes

establecen. y como se acaba de dejar demostrado que
ias leyes fijan, para el juzgamiento de este delito. el
fuero militar. en cumplimiento de esa disposición de la

Carta Fundamental, ¿¡ favor de este fuero debe dirimir—

sc la competencia.

Por “estas consideraciones. las que Se consignan en

el voto discordantc de] señor Vocal doctor Alvarez, las
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qug: g9u_ce el señor Fisgal del Consejo de Oficiales .GC-

te Q_ehe,. al qrd_eháf'la acumulación indicada, _declarar

-q;.1e HAY NULIDAD en _el auto recurrido, y refor—
mándolo, resolver la cqmpetencía suscitada a favor del
fuero milita;

Lima, mayº 23 de I933-

Palacios.

RESOLUCION SUPREMA

Lima, mayo 27 de 1933-

Vistos: de conformidad cun Io dictaminado por el

Señor Fiscal y considerando: que la ley No. 7709 es—

tab_lccc que los delitos que atentan contra el orden cons—

titucional de la República, estando ésta en peligro o en

estado de guerra, quedan sometidos a la jurisdicción es—

vecíal fijada por las leyes Nos. 7891 y 7542: que el de-

lito de que se hizo víctima al General don Luis M. Sán—

chez Cerro, en ejercicio de sus funciones de Presidente

Constitucional de la República, no puede dejarse de

considerar como un atentado al orden constitucional, ya
que se hacía desaparecer con él al Jefe del Poder E—

jecutivo; y que en la fecha en que fué cometido dicho

,.v....p._.. 4 lr::,…Q'A-er'F— … - '- vr'(*— -4 » ¿.... - “ …
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crimen la República se encontraba en peligro de gue-

rra: declararon HABER NULIDAD en el auto recu-

rrido de fs. 4, su fecha II del mes en curso, que re-

suelve que el conocimiento de la instrucción correspon-

de al Juez Instructor doctor Pelayo Samanamud: re—

formándolo, declararon que el conocimiento de esta

causa corresponde al Fuero Militar, trascríbiéndose es-

ta resolución al Consejo de Oficiales Generales y al'

Juez Instructor mencionado; y los devolvierop.

Mata. — Santa Gadea. — Valdivia. — Zavala Loaiza.

Considerando: Que el recurso de nulidad ínter—

¡:uesto por el señor Fiscal del Segundo Tribunal Co—

rrocccional de esta capital es improcedente. por no ha-

ber intervenido en la contienda de competencia entabla—

da por el Jefe de Zona dela Segunda Región, con mo—

tivo del homicidio perpetrado en la persona del señor

Pxesídente de la República. General don Luis M. Sím—

chez Cerro; que el interpuesto por la parte civil es i—

n¿dmísíble, por extemporánco: mi voto es por la in—

subsístencía de los concesoríos del recurso de nulidad"

de fs. 6 vta. y fs. 7 vta.

Umeres.

Se publicó conforme a ley.

Agustín M. Escudero, Secretario…

Cuaderno No. 33o.—Año 1933.


